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Introducción 


La condición de las repúblicas latinoamericanas en el siglo XIX 
—y la del Uruguay en particular — admite los juicios formalmente 
contradictorios, de que todos los modos de ejercicio de la autoridad 
estatal resultaban en ellas demasiado fuertes y demasiado débiles. 
La contradicción era, claro esta, aparente. Demasiado fuertes para 
lo que la dicotomía saintsimoniana llamaba "el gobierno de los 
hombresdemasiado débiles para lo que aquélla denominaba "la 
administración de las cosas”. Y aun podría decirse: demasiado débi¬ 
les también respecto a aquellos sectores de la comunidad nacional 
que escapaban, ya poco más allá de las ciudades capitales, a su muy 
corto alcance espacial. 

El proceso de consolidación y adensamiento que América Latina 
y el Uruguay vivieron en la segunda mitad de la pasada centuria 
alteraron en aspectos sustanciales este esquema, cuyo ápice de efec¬ 
tividad quedó como un recuerdo del período de la "anarquía, gue¬ 
rras civiles y caudillaje”. Un aparato administrativo creció, se diver¬ 
sificó y se estabilizó. Nuevas armas, nuevos medios de comunicación, 
hicieron del ámbito nacional un solo espacio para el ejercicio de la 
coacción, arbitraria o reglada. Nuevas funciones y servicios asumió 
el Estado, muchas veces a raíz del escándalo o la falencia que sig¬ 
naron la gestión privada empresaria de los primeros servicios pú¬ 
blicos (banco, energía, transportes). Pero a compás de estas trans¬ 
formaciones no se produjeron cambios institucionales que modifi¬ 
caran —modernizaran — el sector tradicional del mando estatal. El 
equilibrio y la independencia de los poderes siguió siendo un pre¬ 
cepto muerto de la constitución; el arbitrio del "señor Presidente” 
continuó resultando tan incontestado como antes; los contrapesos 
sociales a las demasías del poder persistieron —salvo el recurso he¬ 
roico de la insurrección — en su inexistencia; la calidad "repre¬ 
sentativa del gobierno, su índole de emanación de una voluntad 
ciudadana libre, mayoritaria, responsable, vigilante, auténtica, esclare¬ 
cida fue tan nominal, tan fantasmal como siempre lo había sido. 

Es en este contexto que el Uruguay de las dos primeras déca¬ 
das del siglo XX, en un proceso de maduración tan rápidamente 
cumplido como cerrado,, se propuso lo que llamamos "la doma del 
poder”. Es un esfuerzo milenario de la especie el de limitar, normar, 
encauzar en competencias específicas esa formidable capacidad de 
influir y determinar los comportamientos de la naturaleza y de los 
hombres que el Poder, con mayúscula, importa. A medida que el 
desarrollo de la técnica ha ido incrementando —para quienes están 
en condición de utilizarla — sus alcances sobre las cosas, su dominio 
sobre los actos y la conciencia de los seres humanos, se ha hecho 
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más urgido el esfuerzo por controlar esa potencia, por ponerla al 
servicio de los fines más altos de la empresa política. 

La serie de innovaciones que aquí se documenta no tiene tantas 
ambiciones; sólo incide en la estructura del Estado y en el juego de 
sus interacciones con la sociedad uruguaya. Podríase decir, sí, que 
significó un triple esfuerzo. El esfuerzo, primero, por regular, vigilar 
y aun debilitar el ejercicio de esa forma de poder público por exce¬ 
lencia que es el Ejecutivo; la instauración del Colegiado fue su 
resultado. El esfuerzo, en segundo orden, por descongestionar y des¬ 
centralizar la gestión estatal por la vía de las autonomías espaciales 
y funcionales; los nuevos modos de gobierno municipal y la cons- 
titucionalización de los entes autónomos lo concretaron. El esfuerzo, 
en tercer término, por hacer verdad en los hechos el ideal del go¬ 
bierno democrático concebido como expresión y resultado del querer 
colectivo. Este fue, en puridad, el más trabajoso de los empeños, 
puesto que él importaba desmontar todo el aparato, montado en el 
curso de medio siglo, para alejar al partido opositor de toda even¬ 
tualidad de logro del poder. La irregularidad de las prácticas de 
inscripción, las presiones sobre los votantes, las mañosas leyes elec¬ 
torales y sus criterios de distribución de bancas, las múltiples formas 
de fraude, los tendenciosos fallos post-electorales forman un conjunto 
cuya incidencia no caducó hasta muy corrida la tercera década 
del siglo. 

Pese a tantos intereses atacados, y a través de cautelosos regateos, 
se llegó a buen puerto. Fue entonces que en la carta constitucional 
de 1917 se estatuyeron el voto secreto y la representación propor¬ 
cional, que, con el mismo impulso, se alcanzaron, entre 1924 y 
1925, la erección de una Corte Electoral independiente, la formación 
de un Registro Cívico permanente, la promulgación de nuevas leyes 
de elecciones. Todo, como los logros ya mencionados, resultó del 
acuerdo de los dos grandes partidos tradicionales. 

Determinadas, gruesas, visibles corruptelas desaparecieron de a 
poco del sistema político nacional y de sus prácticas de sufragio. 

Si se suman a estas conquistas las que antes se reseñaron, cabe 
decir que el país había cumplido una etapa, de que estaba listo para 
vivir otras experiencias, para conocer otros males. 

Carlos Real de Azúa. 


7 4 



Domingo Arena 


¡El Ejecutivo colegiado vendrá! 

(Fragmentos del discurso pronunciado en el teatro Stella ¡Vitalia el 
17 de mayo de 1913). 

Tengo el propósito de hablar extensamente, todo lo que pue¬ 
dan soportar ustedes, todo lo que permitan mis órganos vocales, 
sobre la magna cuestión del Ejecutivo Colegiado. Pero, debo adver¬ 
tir, que desde el primer momento tendré que hablar de Batlle. 

Batlle cree sinceramente que en el país ha fracasado el ejecu¬ 
tivo unipersonal, —no para los gobernantes, se sobreentiende, sino 
para los gobernados. Batlle cree firmemente que esa larga via crucis 
por que ha pasado la República, —más larga y dolorosa que la de 
Cristo—, es en gran parte la obra presidencial. Batlle cree que la 
sangre que se ha derramado a torrentes, se há derramado casi siem¬ 
pre o por atipa de los Presidentes o por culpa de la ambición 
presidencial. Batlle vive permanentemente obsesionado por la pesa¬ 
dilla de que el país juega su suerte toda en cada elección presiden¬ 
cial, por la desesperante pesadilla de que todos los progresos con¬ 
quistados a fuerza de tantos sacrificios puedan perderse en un día, 
por la elección de un mal Presidente. Batlle ha vivido y vive per¬ 
petuamente azorado ante el formidable salto atrás que puede hacer¬ 
nos dar en cualquier momento una mala elección. 

Si Batlle hubiese sido abogado, probablemente no habría refor¬ 
mado nada. ¡Pero, por suerte, no llegó a ser abogado! En cambio, 
es un reformador, y por eso vive cincuenta años más adelante que 
todos nosotros! Porque la característica de los reformadores es, pre¬ 
cisamente, cierta discordancia de ideas con las ideas de las mayorías. 
Sin esa feliz discordancia, sin los factores casi siempre revoluciona¬ 
rios que aportan los reformadores, el progreso habría seguido una 
marcha de hormiga y la humanidad estaría todavía en pañales! 

Nadie que represente el tipo medio de las clases conservadoras, 
nadie que busque su inspiración en las ideas predominantes, podrá 
nunca reformar nada. Los reformadores son los que anticipan satis¬ 
facciones a necesidades todavía lejanas; son los que presienten ansias 
todavía en germen en lo más oscuro del alma popular, —son los 
que inyectan sangre nueva—, son los que injertan en el rústico 
árbol institucional la rama fructífera cuidadosamente seleccionada 
en el amplio jardín de las instituciones del mundo. Y la caracterís¬ 
tica de la verdadera reforma, —de la reforma impuesta por el ver¬ 
dadero reformador—, es que, apenas cristalizada, el pueblo se la asi¬ 
mila, se la apropia, la hace suya, la cree un producto natural de 
su esfuerzo, con la misma buena fe con que el árbol viejo se cree 
autor del injerto. 

Hoy mismo está en el tapete de la discusión la jornada uni¬ 
forme de las ocho horas. Esas ocho horas encuentran una resistencia 
implacable en todos los cerrados cuadros conservadores, al punto de 
que el proyecto podría darse por naufragado si no se contara con 
la tenacidad del espíritu de Batlle que lo sostiene, lo empuja y ha 
de llevarlo a puerto. Pues las ocho horas vendrán, pese a quien pese 
y en fecha no lejana, y cuando sus indiscutibles beneficios empie¬ 
cen a sentirse, aún por los mismos que más la resisten, ustedes 
verán cómo tirios y troyanos se hacen partidarios apasionados de 
la reforma. Pues lo que ha sucedido con el divorcio y la pena de 
muerte, y lo que va a suceder seguramente con las ocho horas, 
tendrá que suceder con más razón con el Ejecutivo Colegiado, por¬ 
que esta reforma, tan racional como cualquiera de las precitadas, es 
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infinitamente más trascendente, y cuando el pueblo la vea crista¬ 
lizada en hecho ¡guay! del que se la quiera arrebatar. 

Ese espíritu reformador de Batlle, que sus enemigos critican 
tan acerbamente, es precisamente su fuerza. Por esa originalidad de 
sus ideas y por la energía con que las defiende y las lleva a la 
práctica, es que va a pasar a la historia, más aún que por su in¬ 
mensa e indiscutible probidad. Es que gracias a su espíritu nuevo 
se ha desencadenado en el ambiente del país un vendaval de dis¬ 
cusión que lo ha saneado, que lo ha transformado. 

Empiezo por hacer notar que el régimen presidencial vigente 
no tiene ninguna justificación lógica, que hasta se le podría cali¬ 
ficar de absurdo sin incurrir en demasía. Por mi parte, sólo me 
lo explico impuesto por la necesidad y la urgencia. La democracia 
ha trabajado demasiado apresuradamente, y le ha faltado campo 
para hacer experiencias. Rodeada de reyes, abrumada por los reyes, 
su tarea fundamental fue suprimir los reyes. Pero, careciendo de 
antecedentes ilustrativos, creyó buenamente que para que la socie¬ 
dad marchase, era necesario sustituir al Rey con algo que se le 
pareciese. Y sin tiempo para mayor examen, urgida por los sucesos, 
colocó en el sitio del Rey al Presidente; sin advertir, que en defi¬ 
nitiva, no había hecho más que crear un pequeño Rey, un Rey no 
vitalicio, elegido a término, pero que tiene, evidentemente, toda 
la autoridad, toda la importancia, todos los honores, hasta toda la 
impunidad que tienen los Reyes. 

El sistema presidencial, no debe ser considerado, pues, para 
honor de la democracia, sino como un estado provisorio, un estado 
de transición. Y el paso que queremos dar con el Ejecutivo Cole¬ 
giado, tampoco constituirá, seguramente, el estado definitivo, y no 
importará otra cosa que un nuevo esfuerzo en la lenta y natural 
evolución hacia el perfeccionamiento gubernamental. Creo firme¬ 
mente, que el gobierno verdaderamente democrático será un día el 
gobierno del mayor número, y que es a eso, fatalmente, donde nos 
llevará el progreso. 

En consecuencia, pasando del Presidente, —punto inicial de la 
época nueva—, al Ejecutivo Colegiado, no se hará más que señalar 
una segunda etapa en la marcha ascendente hacia la libertad. 

Pero hay más: el Colegialismo no sólo ha invadido la admi¬ 
nistración de justicia universal, sino que empieza a invadir el mismo 
Poder Ejecutivo de los Estados. El Gobierno de Francia no es en 
el fondo sino un Comité Ejecutivo, porque ustedes saben que el 
Presidente no gobierna, que quien realmente gobierna es el Gabi¬ 
nete, o sea una verdadera comisión* que a su vez, depende de otra 
gran Comisión, el Parlamento. Y yo me digo: si una Comisión, 
dependiendo de otra Comisión, puede hacer buen Gobierno en Fran¬ 
cia, ¿por qué una Comisión dependiendo directamente del pueblo, 
no ha de poder hacer un buen gobierno en el Uruguay? 

Y por último, la perfección de ese estado de cosas, el verda¬ 
dero Gobierno Colegiado, sin Rey, sin Presidente, lo vemos fun¬ 
cionar de una manera maravillosa en Suiza, ese país tan pequeño 
como el nuestro, tan pintoresco como el nuestro, que parece invi¬ 
tarnos desde lejos, con un gesto fraternal, a que ocupemos, por 
nuestras instituciones, el primer puesto en la América, de la misma 
manera que él lo está haciendo en Europa. 

Pido que fijen un momento la atención en mis ejemplos, 
porque entiendo que el concepto moderno del Estado se va parecien¬ 
do bastante, —se debe parecer cada día más—, al de una gran socie¬ 
dad anónima, en la cual los directores constituyeran el gobierno y 
los accionistas fueran los gobernados. Un gobierno en un país 
que se estime, no debería ser otra cosa que un gran gestor de los 
negocios de todos. El Gobierno principalmente guerrero, ya va sien¬ 
do anacrónico en todas partes, tiene que serlo más entre nosotros, 
demasiado chicos para ser conquistadores y demasiado viriles para 
ser conquistados... 
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Un Gobierno, pues, nuestro Gobierno al menos, debería ser lo 
bastante fuerte para garantir la tranquilidad de todos, pero lo bas¬ 
tante débil para que su autoridad se sintiera lo menos posible. Más 
que gobernantes debería haber asociados, o a lo sumo dirigidos; 
—y sólo habremos alcanzado el ideal, cuando a un máximun de ga¬ 
rantías para todos los ciudadanos, se agregue el máximun de inter¬ 
vención de todos los ciudadanos, que se traduzca, naturalmente, en 
un máximun de bienestar. Y eso precisamente, es lo que creo que 
dentro de cierta medida, puede darnos el Ejecutivo Colegiado. 

¿Qué nos contesta a estas verdades de a puño nuestros adver¬ 
sarios? Nos han contestado con una frase. Nos han dicho: "Si el 
Gobierno Colegiado que ustedes organizan, se entiende, lleva a la 
oligarquía; si no se entiende, lleva al desorden". 

Téngase en cuenta que ese futuro posible Directorio Guberna¬ 
mental estaría formado probablemente con lo mejor del país, —por 
lo menos con lo mejor de un partido político. Júzguese que sería 
elegido directamente por el pueblo, que es de suponerse qon bas¬ 
tante sentido común para buscar a sus gestores entre los más mo¬ 
rales y más aptos—, todo lo cual aleja mucho —por no decir que 
lo hace imposible— el peligro del desgobierno colectivo. 

Es claro que el pueblo se puede equivocar. Pero, si es verosí¬ 
mil que se equivoque en la elección de uno, de dos, de sus directo- 
tores, es absurdo suponer que fatalmente se ha de equivocar en la 
de los nueve. Sobre todo, los que admiten que el pueblo se ha de 
equivocar forzosamente en la elección de siete o nueve gobernan¬ 
tes, ¿cómo pueden desconocer que ese mismo error puede produ¬ 
cirse con tanta o más facilidad cuando se trata de elegir uno solo? 
Por otra parte, aun suponiendo el error total en la elección de siete 
o nueve, siempre resultaría que los siete o nueve malos, luchando 
por sus maldades, serí n menos malos que uno sólo agitándose sin 
ningún control. Los nueve malos tendrían que empezar por devo¬ 
rarse a sí mismos antes de empezar a devorarse al país. El malo solo 
se vería libre de toda la primera parte de la tarea: ¡podría lanzarse 
inmediatamente, desde el primer día, desde el primer momento, 
sobre el país! 

¿Pero acaso la experiencia casera no nos dice también que 
donde quiera que ha aparecido el sujeto dominador y ha querido 
implantar sus ideas de predominio, —ya sea en los directorios co¬ 
merciales o en los políticos y judiciales— ha fracasado miserablemen¬ 
te, porque se ha encontrado con la resistencia implacable, hostil, 
hasta agresiva de los otros directores? 

Creo que en un gobierno debidamente organizado, el Poder 
Ejecutivo no debería ejecutar casi nada. El Poder Ejecutivo, en 
un gobierno bien organizado, no debería ser más que el trasmisor 
de la ley y el encargado de velar por el cumplimiento de la ley. 

La Asamblea hace la ley, el Ejecutivo le da paso o la veta, a lo 
sumo la reglamenta, e inmediatamente la ley pasa al respectivo me¬ 
canismo encargado de ejercer la función legislada, bajo la super¬ 
intendencia superior. 

Se dicta, por ejemplo, una ley sobre instrucción pública y el 
Ejecutivo no tiene nada que hacer; es la Dirección de Instrucción 
Pública la que se encargaría de hacerla ejecutar. Se dicta una ley de 
salubridad; el Ejecutivo no tiene que hacer nada más que limitarse 
a pasar la ley al Consejo N. de Higiene, para que éste la ejecute. 
Y así debería suceder con todos los otros casos imaginables de la 
máquina gubernamental. 

El Ejecutivo, pues, como Poder Ejecutivo, no debería ser otra 
cosa que el obrero atento a la máquina en movimiento, el obrero 
encargado de vigilar si el manómetro está bien, si todas las ruedan 
marchan, si es necesario dar aceite, sujetar una correa, etc.. . Su 
acción no debería pasar de ahí. Si hemos perdido completamente 
el verdadero concepto de lo que debe ser el Poder Ejecutivo, es 
porque nuestro sistema ha enviciado totalmente el verdadero ré- 
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gimen, con ese centralismo abrumador que hace que nada se mue¬ 
va, que nada se agite sin el concurso del Presidente, que impone 
al Presidente la firma de una orden por cuatro pesos, la extinción 
de un incendio y la dirección de la guerra! 

Se habla de la rapidez de los actos ejecutivos; se dice que una 
de las características esenciales de la función ejecutiva es andar li¬ 
gero. No comparto tampoco esa opinión. He estado seis años cerca 
del gobierno de Batlle y he llegado a la conclusión de que sólo se hace 
bien lo que se hace despacio. Muy pocas veces, por no decir jamás, 
he visto en las alturas esa precipitación que tanto se preconiza como 
necesaria para la buena marcha del Ejecutivo. 

Un Gobierno que aumente la libertad y que prestigie la de¬ 
mocracia tiene que prestigiar y enaltecer al partido que lo hace. 
¿Qué es lo que ha enriquecido y robustecido al Partido Colorado 
durante el Gobierno de Batlle? ¿Han sido acaso las dádivas o las 
corruptelas? ¡No! ¡Han sido las ideas y las iniciativas de Batlle que 
ha hecho suyas el Partido Colorado! Pues bien: que el Partido Co¬ 
lorado haga un Gobierno superior, si es posible, al Gobierno de 
Batlle, y su prestigio acrecerá y su caudal aumentará enormemente! 

El escenario de la democracia se ensancha día a día. Día a 
día entran en juego fuerzas nuevas, aspiraciones nuevas. Satisfechas 
las ansias de igualdad y de libertad empiezan a dar su nota predo¬ 
minante las ansias de mejoramiento. Las muchedumbres que hasta 
ayer no aparecían en escena sino para ir al sacrificio de la guerra, 
empiezan a hacer irrupción en el campo de la política. ¡De ahí 
nuevos horizones que es necesario escudriñar si no queremos extra¬ 
viarnos; de ahí nuevas etapas que es necesario correr y correr de 
prisa si no queremos quedarnos rezagados! La política como la cien¬ 
cia debe estar en perpetuo movimiento si quiere responder a las 
necesidades de todos los momentos; él Partido Colorado que no 
quiere dejarse vencer —¡que no debe dejarse vencer!— tiene que 
estar constantemente alerta, en perpetua vibración. ¡Debe lanzarse 
resueltamente al turbión de las ideas avanzadas porque es allí don¬ 
de se darán las grandes batallas decisivas! ¡Su programa tiene que 
ser vivo, como árbol robusto en pleno crecimiento, siempre dis¬ 
puesto a dar nuevos brotos, a dar nuevos frutos! Y si quiere que 
no crezcan a su costa el Partido Liberal y el Partido Socialista, 
debe ser tan liberal como el Partido Liberal y asimilarse todo lo 
humano, todo lo práctico, todo lo realizable, todo lo que no sea 
utopía del Partido Socialista!... 

... ¡La suprema aspiración del Partido Colorado debería ser 
hacer innecesarios en el Uruguay el Partido Liberal y el Partido So¬ 
cialista, a fuerza de satisfacer por sí solo, todas las necesidades y 
todas las aspiraciones del porvenir! 


José Batlle y Ordóñez 

Mensajes y artículos 

Fragmentos del mensaje suscrito por Batlle y su Ministro de Hacien¬ 
da Ing. Serrato y elevado a la Asamblea General el 26 de abril de 
1911, proponiendo la creación del Banco de Seguros del Estado . 

Las condiciones de existencia de la sociedad moderna han am¬ 
pliado el número y el campo de acción de los servicios públicos 
y de los de utilidad general. 

El interés colectivo cada día más variable, al mismo tiempo 
que más poderoso y dominador, ha impuesto al Estado la interven- 
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ción directa sobre todos esos servicios, ejercida por medio del ré¬ 
gimen del contralor o por el del monopolio. 

Los términos “concurrencia y monopolio” han perdido su sig¬ 
nificado antiguo. 

Ni la competencia es siempre benéfica ni los monopolios son 
siempre condenables. El instinto popular y los hombres de pensa¬ 
miento no rechazan ya, los últimos, en su esencia misma. 

El Estado como organización económica que es, asume ahora 
sin vacilaciones, la producción de determinados servicios, buscan¬ 
do el desarrollo y una repartición más justa de la riqueza nacional. 

Por motivo de orden público las más de las veces pero, tam¬ 
bién, porque algunas industrias no pueden ser materia de con¬ 
currencia, por su naturaleza o porque ella tendería fatalmente a una 
pérdida de riqueza, o a una elevación de precios; porque los mo¬ 
nopolios finales o constituyen" ya y constituirán con mayor razón 
en lo futuro, fuente de apreciables rendimientos que contribuirán 
a la más fácil solución de los problemas tributarios. 

En algunos casos, es inconveniente la extracción permanente 
de numerario, que es una porción de la riqueza pública; el Estado 
moderno se ha impuesto el deber de ejercer él mismo, eliminando 
toda competencia, servicios que eran atendidos por el régimen libre 
o el de las concesiones y algunas actividades industriales. 

Se trata del mismo pensamiento que hace que sea propiedad 
del Estado el Banco de la República o la Usina Eléctrica de Mon¬ 
tevideo. El seguro es una función pública que el Estado debe mo¬ 
nopolizar. Las primas pagadas son parte de la riqueza pública des¬ 
tinada a cubrir un riesgo o compensar un desastre, pero también 
para servir dividendos extraordinarios a capitales muchas veces no¬ 
minales, desde que es notorio que el capital o los fondos de re¬ 
serva se forman con una parte de las mismas primas. Tampoco 
puede mirarse con indiferencia, la extracción anual de fuertes can¬ 
tidades de dinero por concepto de seguros. 


Del mensaje de 22 de noviembre de 1911, acompañando el pro¬ 
yecto de carta orgánica de la Administración General de las Usinas 
Eléctricas . 

Es un fenómeno económico y social de orden general el de la 
explotación colectiva de los servicios públicos. Todos los países lo 
practican; su extensión es un hecho universal; ha podido, pues, de¬ 
cirse de él que forma parte de la revolución contemporánea como 
la concentración industrial. 

El ejercicio de tales funciones no debe confundirse con lo que se 
denomina el industrialismo municipal u oficial, realizado con fines 
exclusivos de empresa y de lucro fiscal, sino que él responde a fines 
y propósitos más elevados: a la difusión y distribución colectiva 
de agentes indispensables de bienestar, comodidad e higiene, a dotar 
a las clases sociales más numerosas y menos favorecidas de una 
suma de beneficios que de otra manera serían únicamente accesibles 
a las acomodadas, y finalmente a prevenir el peligro de que, libra¬ 
dos ciertos servicios, que no permitan con facilidad la concurrencia, 
al poder de los grandes capitales, degeneren en abusivos e incon¬ 
venientes monopolios. 


Mensaje de BatUe, de 1913, pidiendo se derogara la ley que otorgaba 
al gobierno la mitad de las utilidades que rindiera el Banco de la 
República. 

Por más que pudiera ser halagador dar a los futuros beneficios 
del Banco otro destino, el Poder Ejecutivo entiende que éstos de¬ 
ben consagrarse a un aumento incesante de capital. Median para 
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ello razones de orden sociológico y de carácter económico. Estas ins¬ 
tituciones deben desenvolver su acción en la forma que mejor y 
más ampliamente respondan a los fines sociales que deben llenar. 
Si tal no fuera el fundamento moral que autoriza la invasión del 
Estado en el dominio que corresponde a las industrias privadas, no 
se haría otra cosa que sustituir el mal inherente al egoísmo del in¬ 
terés privado, por otros análogo de molde oficial. El Estado se 
propone servir mejor al público y para ese objeto es forzoso que no 
le reste medios a la institución, que no le sustraiga elementos indis¬ 
pensables para alcanzar su máximo poder. El Banco de Seguros, si 
tiene beneficios, debe con ellos acrecer su capital para garantir me¬ 
jor a los asegurados y para reducir las primas haciendo cada vez 
menos sensibles los sacrificios. El Banco Hipotecario, si tiene be¬ 
neficios, debe preparar un capital que le permita salvar de la usura 
al crédito rural; las Usinas Eléctricas no deben ser recurso de lucro 
sino un medio de hacer un bien social. Y finalmente el Banco de la 
República, no debe tener por norte la obtención de ganancias cuan¬ 
tiosas, sino la difusión amplísima del crédito que constituye el 
motor de la producción general. Las ganancias deben acrecer su 
capital para realizar el bien dentro de su función. 


"El Día” 10 de noviembre de 1923. 

La tendencia al desarrollo de las Empresas Industriales del Es¬ 
tado* es una característica de la época actual. Ella obedece, funda¬ 
mentalmente, a tres causas. En primer término, una causa fiscal, que 
radica en la necesidad de hallar nuevos recursos para proveer a 
los gastos cada vez más crecientes que reclama el progreso de la 
nación. En segundo lugar, una causa social, que tienda a poner 
freno a las ganancias sin tasa del capitalismo, cuyos dividendos y 
beneficios se obtienen a base del dinero del pueblo. Por último, 
una causa política, que consiste en la necesidad, ineludible en las 
organizaciones democráticas, el vincular lo más estrechamente po¬ 
sible, en todos los aspectos de la actividad social, al Estado con la 
masa de la nación de que es aquél expresión jurídica.. . 


Pablo Blanco Acevedo 

La Constitución de 1917 

La Constitución de 1917 representó la determinante de una 
serie de principios elaborados de tiempo atrás y cuyos antecedentes 
deberán buscarse en el pensamiento de aquellas generaciones, ges¬ 
tado, por múltiples motivos, tanto propios como extraños. Sin hacer 
capítulo especial de cada una de las innovaciones introducidas en 
la Carta, éstas se refirieron a la consagración del principio de la 
neutralidad del Estado en materia religiosa; a la modificación de 
los artículos concernientes a la ciudadanía y sus derechos, aclarando 
conceptos y facilitando el ejercicio de la ciudadanía legal; a deter¬ 
minar las garantías del sufragio, prescribiendo la inscripción obli¬ 
gatoria, la abstención de los funcionarios policiales y militares en los 
actos electorales; el voto secreto y la representación proporcional; 
reconocimiento del derecho de la mujer al voto activo y pasivo, si 
bien condicionando su ejercicio a la sanción legislativa con mayo¬ 
rías especiales. 
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Las disposiciones concernientes a la organización del Cuerpo 
Legislativo, facultades y atribuciones de las Cámaras, Comisión Per¬ 
manente, fueron, con cortas diferencias, las mismas de la Constitu¬ 
ción de 1830. Las modificaciones en esta parte se limitaron a am¬ 
pliar o reglamentar algunas situaciones de incompatibilidades con 
el ejercicio del cargo de legislador, y a facilitar las llamadas a Sala 
de los ministros, también, la facultad de crear comisiónes de inves¬ 
tigación. La reforma capital radicaba en la organización del Poder 
Ejecutivo. La fórmula encontrada por el Pacto de los Partidos esta¬ 
tuía que el Poder Ejecutivo se delegaba al Presidente de la Repú¬ 
blica y al Consejo Nacional de Administración. El primero sería 
elegido directamente por el pueblo, a mayoría simple de votos; 
tendría un plazo de cuatro años para el ejercicio del cargo; no podría 
ser reelecto y debería, en el acto de tomar posesión de su puesto, 
comprometerse por su honor a desempeñar lealmente el cargo y 
guardar y defender la Constitución de la República. Sus atribuciones 
hacían relación a la representación del Estado en el interior y exte¬ 
rior; a la conservación del orden y tranquilidad; al mando superior 
de todas las fuerzas armadas; al nombramiento y destitución de los 
ministros de Relaciones Exteriores, Guerra y Marina e Interior. El 
Presidente de la República daría retiros, licencias, cumplía y eje¬ 
cutaba leyes, ponía objeciones a los proyectos que le remitiese el 
Cuerpo Legislativo; proveía los empleados civiles y militares; con¬ 
cedía ascensos; nombraba al personal consular y diplomático; de¬ 
claraba la guerra; tomaba medidas de pronta seguridad, dando cuen¬ 
ta dentro de las veinticuatro horas, a la Asamblea, de lo ejecutado 
y sus motivos y estando a lo que ésta resolviese. 

Estas facultades estaban limitadas constitucionalmente por otros 
artículos que prescribían que no podía privarse a nadie de la liber¬ 
tad personal y, en el caso de exigirlo el interés público, se limitaría 
al simple arresto, sometiéndolo a juez competente en el perentorio 
término de veinticuatro horas; a que nadie podía ser penado ni 
confinado sin forma de proceso y sentencia legal y a que la segu-' 
ridad individual no podía suspenderse sino con anuencia de la 
Asamblea General o de la Comisión Permanente y en el caso ex¬ 
traordinario de traición o conspiración contra la Patria y circun- 
cripta la suspensión al solo hecho de la aprehensión de los delin¬ 
cuentes. 

Al Consejo Nacional de Administración correspondían todos los 
cometidos que no estuviesen reservados expresamente a la Presi¬ 
dencia de la República o a otro Poder del Estado; instrucción pú¬ 
blica, obras públicas, trabajo, industrias, hacienda, asistencia, higiene, 
etc. El Consejo Nacional se compondría de nueve miembros ele¬ 
gidos directamente por el Pueblo, mediante el sistema del doble 
voto simultáneo, por lista incompleta, correspondiendo las dos ter¬ 
ceras partes de la representación a la lista más votada y la tercera 
restante a la del otro partido que lo siguiera en el número de 
sufragios obtenidos. Debería nombrar sus ministros, y en las materias 
de su dependencia, tenía todas las facultades del Presidente de la 
República y sus mismas limitaciones. 

El espíritu guía de esta Constitución fue la descentralización 
administrativa, de modo de restar al Poder Ejecutivo muchas de las 
funciones que por el aumento incesante de los servicios públicos le 
habían sido acumuladas. En este sentido, otras disposiciones de la 
Carta establecían que los diversos servicios que constituían el do¬ 
minio industrial del Estado, la instrucción superior, secundaria y 
primaria, la asistencia y la higiene públicas, serían administrados 
por Consejos Autónomos. Además, y siguiendo la idea directriz de 
limitar la esfera de atribuciones de la Presidencia de la República, 
el nombramiento de Jefes Políticos, que antiguamente era de su 
resorte exclusivo, estaba condicionado a la elección de una terna que 
se haría, en cada caso, por el Consejo Nacional de Administración. 

En cuanto al régimen municipal, era un remedo de la organi- 
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•zacíón de gobierno nacional. Como, éste, la autoridad ejecutiva es¬ 
taba representada por un Consejo Autónomo, el cual ejercía el 
gobierno municipal conjuntamente con las Asambleas Representativas 
Departamentales. Reconocíaseles a estos organismos la facultad de 
crear impuestos con limitaciones que se indicaban, y se establecía 
que la ley ordinaria fijaría la duración de las corporaciones, el 
número de miembros, condiciones de su ejercicio, atribuciones, re¬ 
cursos contra sus resoluciones, y representación de los partidos en 
los Consejos de Administración. Estos, como las Asambleas, serían 
elegidos en sufragio directo por el pueblo. 

Procediendo con el criterio con que analizamos la Constitución 
de 1830, fácil es advertir la inferioridad de esta carta de 1917, 
comparada con la anterior, que rigiera al país durante el largo pe¬ 
ríodo de ochenta y siete años. La claridad de redacción, la armonía 
y unidad de conjunto, características de la antigua, faltan en esta 
nueva, en la cual son visibles la desproporción de ciertos preceptos, 
además de no pocos vacíos y confusiones, resultantes, sin duda, de 
las condiciones de apresuramiento con que fueron proyectadas y 
sancionadas las reformas definitivas. 

Prescindiendo de los primeros capítulos, que se refieren a la 
nación, soberanía, ciudadanía, garantías del sufragio, que son los 
mejores de esta obra constitucional y concretando la crítica a la 
organización del Poder Ejecutivo, es de observar, en primer término, 
una desproporción notable entre las dos ramas del Poder Ejecutivo, 
así como en las materias atribuidas a cada una de ellas. La técnica 
constitucional habría aconsejado colocar las dos instituciones en un 
pie de igualdad, pero la necesidad de la representación de las mino¬ 
rías en el cuerpo colegiado, determinó sus diferencias en cuanto a 
su mecanismo y composición. Si bien la presencia de las minorías 
en el Consejo de Administración aseguraba un mayor contralor en 
los asuntos sometidos a su dictamen, en la práctica, la actuación de 
diversos partidos disminuía su fuerza en comparación con la poseída 
por el Presidente de la República. Desde otro punto de vista, las 
diferencias eran sensibles, pues, si la rama unipersonal podía ostentar 
como origen de su mandato el voto de la mayoría del electorado 
nacional, lo que daba un inmenso prestigio y solidez al candidato 
triunfante, los componentes del Consejo Nacional aparecían debili¬ 
tados por la situación de las fracciones partidarias que, si bien se 
aliaban para concurrir al sufragio, volvían en seguida a la animo¬ 
sidad y a la querella una vez terminado el comido. 

Si a esta desproporción de fuerzas entre las dos ramas del Eje¬ 
cutivo se agrega que la Constitución atribuía al Presidente de la 
República el mando supremo sobre el ejército y las policías, con lo 
cual le daba la fuerza material en el ejercicio del poder, se com¬ 
prenderá que la desproporción con el Consejo Nacional era aún 
mucho mayor. 

Fue sin duda, esta división del Ejecutivo, un error de la Cons¬ 
titución de 1917. Del mismo modo fueron equivocadas las adjudi¬ 
caciones de materias de competencias del Consejo Nacional y de 
la Presidencia de la República. Si desde un punto de vista cabía 
una separación de asuntos por ministerios y oficinas técnicos de 
estudio, en una buena parte de ellos eran de gobierno cuya reso¬ 
lución y responsabilidad incumbía por igual a las dos entidades re¬ 
presentantes del Poder Ejecutivo. Esta dualidad de autoridades con 
criterios, a menudo dispares, en cuestiones de hacienda e industrias, 
debió producir entorpecimientos en la gestión pública, dando lugar, 
frecuentemente, a soluciones criticables que en definitiva convir¬ 
tiéronse en rozamientos y acritudes entre la Presidencia de la Repú¬ 
blica y los Consejos Nacionales. 

Pueden señalarse estos errores, derivados de las disposiciones 
constitucionales, como es fácil destacar también otros, producidos 
por la defectuosa distribución de materias entre el Consejo Nacional, 
los Entes Autónomos y aun los Gobiernos Municipales. Pero, prefe- 
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rimos para este breve examen concretarnos tan sólo al estudio del 
Poder Ejecutivo. La fórmula incorporada al texto constitucional fue 
la consecuencia de una transacción entre los partidos de mayoría. 
Las ideas habían girado entre los dos extremos: el colegiado inte¬ 
gral o el presidencialismo. Después de una ardorosa lucha política, 
de propagandas entusiastas, cuando ya la Asamblea Constituyente 
había realizado una parte importante de su trabajo, se obtuvo el 
acuerdo de las fracciones numéricamente más representadas, con¬ 
viniéndose, de acuerdo con proyectos e iniciativas surgidas con ante¬ 
rioridad, la solución por la cual dividíase en dos ramas al Poder 
Ejecutivo, manteniéndose así al Presidente de la República y al 
Consejo Nacional, con lo cual se daba satisfacción a colegialistas 
y anticolegialistas. 

No puede ofrecerse duda para afirmar que la fórmula hallada 
para resolver el porfiado pleito de la organización del Poder Ejecuti¬ 
vo, representó en el caldeado medio de la época, y aún en los años 
subsiguientes, un factor de tranquilidad y de paz. Fue acaso el 
mérito mayor de aquella Constitución. En una época próxima, 
todavía, al largo período de revueltas, motines y asonadas, señalados, 
casi sin interrupción desde 1880 a 1910, la realidad de constituir un 
organismo como el Consejo Nacional, integrado con los represen¬ 
tantes de los dos partidos que durante tanto tiempo habían librado 
su primacía al triunfo de las armas, fue una forma eficaz de enten¬ 
dimiento mutuo, de pacificación general, de armonía, que debería 
repercutir favorablemente en el progreso y desarrollo del país. Los 
graves asuntos, pues, de gobierno, de hacienda que antes trascen¬ 
dían a la publicidad magnificados por la oposición y convertidos en 
temas de exaltadas propagandas, no podían producirse, ya que los 
representantes de los partidos conocían los asuntos desde sus co¬ 
mienzos y eran solidarios con su resolución y aprobación definitiva. 

Un mayor contralor y vigilancia de toda la gestión pública 
podía hacerse desde el Consejo Nacional, donde sus miembros todos, 
dueños de los resortes del complejo mecanismo de la administración 
pública, estaban capacitados para atender de inmediato cualquiera 
queja o denuncia, o subsanar o castigar una irregularidad. Desde 
este punto de vista, la actuación del Consejo Nacional mereció 
siempre un cálido elogio, constituyendo esa gestión, inatacable en 
sus procedimientos, una verdadera tradición de honestidad en 
defensa de los intereses públicos. Fue así que las sonadas y tumultuo¬ 
sas interpelaciones de otros tiempos, que a su solo anuncio con¬ 
movían la opinión, repercutiendo en el crédito del país con la reve¬ 
lación de escándalos y hechos bochornosos, no se produjeron, o no 
se repitieron con la frecuencia e intensidad de antes. En rigor, la 
colaboración de los partidos en la obra de gobierno disminuyó y 
debilitó forzosamente la oposición, restándole motivos de críticas 
en la prensa y en el parlamento, con el corolario de que, afirmada 
y ratificada la tranquilidad, el país proseguía su marcha ascendente 
de engrandecimiento y bienestar. 

Bastarían estos dos aspectos, ligeramente esbozados, para de¬ 
ducir que la fórmula del Ejecutivo, aceptada por la Constitución 
de 1917, representó una ventaja y fue causa de un positivo adelanto. 
A la obra del Consejo Nacional corresponde, en primer término, 
haber hecho factible el entendimiento de los partidos en la difícil 
tarea de gobierno, suprimiendo o eliminando, acaso definitivamente, 
las reacciones de violencia y acostumbrando y educando a todos en 
el respeto de las instituciones. Llenó pues, aquella Carta, una alta 
misión y fue la de servir de etapa intermedia, de puente entre dos 
épocas, una de agitaciones y turbulencias, interrumpida frecuente¬ 
mente con las conspiraciones y guerras civiles, la otra de tran¬ 
quilidad, de progreso cívico, de honradez administrativa y verdad 
electoral, que hizo escuela y formó tradición, a pesar de los sacudi¬ 
mientos y hondas crisis sobrevinientes. 
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Como fórmula de transición, si fue proficua en sus resultados, 
tuvo también sus defectos, los que se pondrían de relieve casi inme¬ 
diatamente del comienzo institucional. La integración de la rama 
colegiada con mayorías y minorías cambió, en parte, el carácter de 
la institución, la cual fue mucho más deliberante que ejecutiva. La 
forma de discutirse los asuntos, las mociones previas, los repartidos, 
los ministros en sala, los interrogatorios, las comisiones, el estudio 
de los proyectos, las publicaciones de las actas, los discursos de los 
consejeros y su reproducción en los diarios, con el consiguiente 
derivado al electorado, todo dio al Consejo Nacional un aspecto más 
próximo a las Asambleas Legislativas, que a un cuerpo ejecutivo. 
En realidad, el Consejo Nacional, con su reglamento semejante al 
del Senado, su Presidente, vice, ministros, secretarios, auxiliares, 
taquígrafos, etc., funcionaban más bien como una tercera Cámara 
que como un Poder de Estado. 

En la práctica, un sistema semejante no pudo dar resultados 
satisfactorios. La inseguridad en las decisiones, la morosidad en los 
trámites, el examen excesivo de los asuntos, cualquiera fuese su 
categoría, si bien por un lado garantía la corrección de los proce¬ 
dimientos, por otro complicaba y alargaba la gestión gubernativa, 
restándole agilidad y eficacia. Acaso, sin sospecharlo, hubo una 
desviación del verdadero sentido de las funciones gubernativas. El 
trabajo de administración, las resoluciones, los proyectos de leyes, 
correspondían casi en absoluto al ministro, quien, semanalmente, 
debía llevar su labor a conocimiento del Consejo, para ser allí, de 
viva voz, discutida, contraloreada y analizada en sus detalles, con¬ 
virtiéndose así el elevado cuerpo en tribuna de crítica, olvidando, 
muchas veces, sus funciones verdaderas de gobierno ejecutivo. 

La obra de colaboración activa y solidaria, no siempre se efec¬ 
tuaba, resultando de ello que la iniciativa ministerial encontraba la 
primera valla en el mismo Consejo Nacional, a cuyos miembros era 
menester convencer de la bondad de un proyecto para que éste 
pudiese ser pasado a la Asamblea General. Recíprocamente, la in¬ 
terpelación producida en Cámara carecía, a menudo, del verdadero 
alcance constitucional, desde que a ella se haría frente al ministro, 
sin que los argumentos o aspectos nuevos producidos en el debate 
tuviesen la debida repercusión en el seno del cuerpo colegiado. Por 
lo demás, la composición del Consejo, integrado con representación 
de minoría, determinaba que éstas a menudo entendieran que su 
función principal era la fiscalización de los actos de la mayoría y, 
producidas las votaciones, declinaban de hecho su responsabilidad 
por haberse manifestado en contra. 

Todos estos inconvenientes y aun otros más, serían fáciles de 
señalar en esta organización constitucional. Cierto es que muchos 
de ellos, principalmente la crítica tantas veces repetida de la falta de 
unidad entre la labor del Consejo Nacional y las Cámaras, más que 
a errores de la Carta Constitucional, se debieron a la fragmentación 
de los partidos y a la inarmonía resultante en la acción legislativa. 
En la víspera eleccionaria las minorías coaligábanse para integrar 
las listas de consejeros, pero, concluidos los actos del sufragio, reco¬ 
braban su independencia, no considerándose las fracciones ligadas 
entre sí, y tampoco los candidatos triunfantes, a quienes podrían 
negar su aporte en la obra gubernativa. Así, era corriente que las ini¬ 
ciativas del Consejo Nacional o de la Presidencia de la República, 
muchas veces carecían del eco y la repercusión necesarios en el 
Poder Legislativo, dando esa sensación de falta de unidad o de 
ausencia de relación entre los dos poderes del Estado. Por lo demás, 
esta situación anómala aun tomaba caracteres más agudos cuando 
el iniciador de la gestión era la rama unipersonal, siendo entonces 
el desaire mayor al no encontrar de su lado a los representantes de 
las fracciones que le habían dado el triunfo, teniendo en su contra, 
como era natural, todos los sectores de la oposición. 
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Este equívoco de las verdaderas funciones legislativas, volvemos 
a decirlo, consecuencia principal de la división de los partidos y 
de las leyes electorales que exageraron casi ilimitadamente la repre¬ 
sentación proporcional, se convertiría después en el gran argumento 
para desacreditar la obra de la Constitución de 1917. Y, tanto como 
las leyes electorales, contribuyó a debilitar la unidad necesaria entre 
poderes, las propias normas de la Cámara que, interpretando prodi- 
galmente la disposición que permitía el llamado a Sala a los minis¬ 
tros por una tercera parte de sus miembros presentes, aceptó tam¬ 
bién el criterio de que las observaciones y los votos de censura 
podían ser aprobados con la simple mayoría de miembros presentes. 

Y este comentario, que ligeramente apuntamos, corresponde 
también, y acaso con más exactitud y firmeza, a los gobiernos muni¬ 
cipales. La Constitución estableció la autonomía municipal, ideal 
perseguido por los diferentes partidos y sobre cuyo fondo no hubo 
discrepancias, ni opiniones adversas; también señaló que sería la 
ley ordinaria la que fijaría la duración de las Asambleas Represen¬ 
tativas, el número de sus miembros, forma y fecha de su elección, 
las atribuciones de las Asambleas, los recursos contra sus resoluciones 
y la representación de los partidos en los Consejos de Administra¬ 
ción, el número de miembros de los Consejos y recursos contra sus 
resoluciones. La ley se dictó, pero, en lugar de ponerse a tono con 
un régimen enteramente nuevo y cuyas proyecciones se ignoraban, 
lo que habría aconsejado la prudencia en cuanto a la extensión de 
facultades, se procedió precisamente al revés, dando amplitud a las 
atribuciones, generalizando las disposiciones a todos los departamen¬ 
tos del país, como si los intereses y apremios fuesen iguales y ha¬ 
ciendo del gobierno municipal una reedición del gobierno nacional. 

En el mismo orden de estas consideraciones cabe señalar que, 
si la Constitución estableció que la ley reconocería la facultad a las 
Asambleas Representativas de crear impuestos con la limitación de 
no poder gravar el tránsito, ni crear impuestos interdepartamentales 
a los artículos de producción nacional, determinó también la forma 
en que se harían efectivas las apelaciones ante el Poder Legislativo, 
ya por la Asamblea Representativa, por el Consejo de Administra¬ 
ción, por el Consejo Nacional o por trescientos ciudadanos inscrip¬ 
tos. La escasa consecuencia que tuvieron, en general, estos recursos 
y la interpretación que se dio, en el sentido de entenderse que la 
facultad de crear impuestos era absoluta con las únicas limitaciones, 
especialmente consignadas, contribuyó al descrédito en que cayeron 
estas corporaciones en sus últimos tiempos por obra, volvemos a 
decirlo, más de la legislación, de las interpretaciones y reglamentos, 
que de los verdaderos preceptos constitucionales. 

La Constitución de 1917 ocupará siempre un sitio especial en 
la historia de la legislación nacional. No hay la menor duda que 
tuvo grandes defectos, algunos de los cuales hemos recordado, pero 
poseyó también méritos incuestionables, siendo uno de ellos, no el 
menos importante, el conjunto de doctrina que representó su estudio 
y discusión, como puede advertirse en el prolongado comentario de 
la prensa, en las reuniones públicas, en las comisiones y en los deba¬ 
tes legislativos y constituyentes. La circunstancia de la integración 
excepcional de los partidos concurrentes a la reforma, con una gene¬ 
ración brillante de oradores, publicistas, escritores, muchos de ellos 
de indiscutible preparación y talento, la libertad de que gozaron 
para exponer sus opiniones y el tiempo que dispusieron en la 
preparación de los diferentes temas, dio lucimiento y significación 
a los debates, los cuales representan un valioso aporte para el cono¬ 
cimiento y penetración del espíritu de esta Constitución. 

Fue, sin duda, por esos motivos, que si la Carta de 1917 con¬ 
tuvo errores, no fueron éstos fruto de simples improvisaciones. La 
fórmula del Pacto, resultado de una transacción examinada atenta¬ 
mente y libre de prejuicios, concretó el sentir de los partidos de 
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mayoría, los cuales, por circunstancias que sería del caso explicar, 
ninguno de los dos estaba, en aquel momento, en condiciones de 
rectificar sus programas de acción pronunciándose en faVor del 
colegialismo o del presidencialismo. La fórmula hallada, todo lo 
artificial que fuese, expresó esa realidad, al dividir el Poder Ejecu¬ 
tivo en dos ramas: una, el Consejo Nacional de Administración y 
la otra, la Presidencia de la República. Del acierto de esta solución 
sería una prueba, la tranquilidad, la paz pública que subsiguió 
durante quince años de progresos políticos y materiales, preparando 
el advenimiento de una nueva era de perfeccionamiento mayor, y 
a la cual se llegará, no obstante las incertidumbres actuales, por las 
vías de la democracia. 


Martín C. Martínez 


Garantía del sufragio 

Como los cuerpos representativos responden al interés de quien 
realmente los nombra, cualesquiera sean las apariencias divinas o 
humanas de la elección, los intereses públicos serán olvidados o 
subalternados en tanto que la investidura popular no sea genuina. 

Nada se ganaría, por cierto, con que la influencia electoral, 
al través de la cual se filtran las demás influencias, pasase de un 
hombre a un colegiado. Tal vez se perdería, porque es cosa averi¬ 
guada que los círculos suelen ser más cerrados a los movimientos 
generosos que el ciudadano sobre quien pesa toda la responsabilidad. 
Un pequeño comité había conspirado y dado máquina atrás en la 
Argentina, a la muerte de Roque Sáenz Peña: el doctor de la Plaza, 
aunque mirando con no disimulada prevención el triunfo radical y 
procurando debelarlo, no se atrevió a ponerse contra la corriente. 

Sin la verdad del sufragio, estériles todos los devaneos sobre 
formas de gobierno; y con ella, la limitación y encauzamiento del 
poder, vendrán, cualquiera sea la forma adoptada. 

Es verdad, ni voto secreto, ni representación proporcional, ni 
nada resiste a la violencia brutal y al fraude desenfrenado; y si ga¬ 
rantías de ese orden transformaron de la noche a la mañana la faz 
política del pueblo argentino, se debió a que un magistrado cifró 
su gloria en infundir su espíritu demócrata y reparador a la letra 
de las leyes electorales y a todos los agentes que debían cumplirlas. 
Tal inspiración le ha permitido al pueblo hermano recorrer en un 
par de años lo que de otro modo le habría costado veinte. Sin em¬ 
bargo, los signos de los tiempos son claros. 

Ese mismo ejemplo próximo y que para el bien como para el 
mal, siempre ha sido contagioso; —el movimiento que lleva a las 
urnas centenares de miles de votos, cada vez más difícil de ahogarlos 
por lo mismo que van siendo tantos; el interés por la cosa pública 
que empiezan a tomar hacendados y comerciantes, antes refractarios 
y que ahora ven que no pueden quedar al margen, porque la in¬ 
gerencia y la influencia del Estado van por doquier y penetran den¬ 
tro de sus potreros y trastiendas; —la demostración de que alguna 
vez y en alguna parte se puede triunfar cuando hay energía y per¬ 
severancia—; la mayor densidad de población, aumento de la cultura 
y el valor intrínseco de las garantías electorales, arrancadas en un 
primer éxito y consagradas permanentemente en la Constitución; 
todo esto impedirá, en elecciones generales, sofocar la voluntad na¬ 
cional, a menos de desencadenar un sistema de terror incompatible 
con el grado de civilización que ha alcanzado esta región de América. 
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II. 

La representación proporcional puede dar un mayor impulso. 
Nuevos partidos serán llamados a actuar. Donde haya un grupo re¬ 
ligioso, social, comercial, político, capaz de aspirar al cociente, — 
o los grandes partidos le darán cabida, o él buscará directamente su 
representación. Es más, dentro de los mismos grandes partidos, exis¬ 
ten tendencias y los comités ya no podrán ahogarlas con férrea dis¬ 
ciplina o ante el temor que asalta a los más sinceros partidarios de 
perder toda la lista. Ahora, si ocurriesen divisiones irremediables, el 
riesgo será de una sola banca y casos habrá en que valdrá la pena 
sacrificarla antes de someterse a la dictadura electoral, erigida abajo 
o arriba. 

Cierto, esto puede quebrantar la unidad de los grandes partidos 
y traer dispersión de fuerzas; y en las crisis nacionales no será lo 
mismo contar con una colectividad que se agrupe de un extremo 
al otro en torno de la misma bandera, que contar con pequeñas 
colectividades impotentes para un movimiento fecundo. Pero si nues¬ 
tros problemas han de debatirse en el seno de la paz, surgirán las 
federaciones o inteligencias de las fracciones políticas, acordes en los 
mismo ideales fundamentales. Y después, este antagonismo eterno 
de dos partidos, sin colchones que amortigüen los golpes, no permi¬ 
tiría, talvez, resolver el litigio secular; mientras que la intervención 
de otros partidos políticos, la misma formación de grupos dentro 
de los actuales, podrán minar las mayorías compactas y sumisas. 

Por ahí cabría iniciar la transformación y arribar a gobiernos en 
que los colores rivales e incapaces de rotar y confundirse en el es¬ 
pectro político, fuesen matizados por otros nuevos y por nuances 
más o menos pronunciados. 

Por buenos años se tratará de matizamientos y no de disolución 
ni amalgamas. Las elecciones de senadores, de Consejo de Adminis¬ 
tración, de Presidente de la República, excluyentes de la representa¬ 
ción proporcional, mantendrán los grandes partidos nacionales. Fuera 
de estar evidenciado que el tradicionalismo es una fuerza gregaria 
muy superior a las simples vinculaciones de ideas, cuya examen y 
aplicación aventa con facilidad a los afiliados, en tanto que los par¬ 
tidos formados alrededor de un enseña, de una tradición, a veces 
de un nombre, persisten y dominan a los factores de disolución. 
Vagos como son, estos caracteres permiten la recomposición del 
grupo histórico después que el vendaval de la anarquía lo ha azo¬ 
tado, porque hay algo de orgánico, de fundamental, de humano 
que no tienen los programas intelectuales. Según Macaulay, precisa¬ 
mente por esa impresión de su finalidad, los partidos tradicionales 
ingleses hasta resultan más transadores y tolerantes que los partidos 
franceses, vaciados en moldes doctrinarios, —lo que si puede ser 
verdad donde dos grandes colectividades vienen alternando desde 
hace siglos en el poder y se ha formado una masa de opinión neutra 
que va hacia uno u otro y determina el triunfo o la derrota, no 
lo es donde un bando ha sido perpetuamente dominado y el otro 
perpetuamente dominador... Entonces el abuso secular ha clasifi¬ 
cado a los ciudadanos como razas superpuestas que ni siquiera se han 
fundido en la unidad nacional ante el extranjero; y si la representa¬ 
ción proporcional, la formación de partidos nuevos o la subdivisión 
de los viejos, atenuaron o modificaran esa situación ominosa, se 
habría dado uno de los pasos más decisivos para afianzar las insti¬ 
tuciones y la tranquilidad pública. 


III 

El voto secreto es una panacea contra la presión patronal o la 
gubernativa, como lo es contra el soborno. Este queda muerto, según 
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lo comprueban las experiencias inglesa, francesa, americana: "no se 
compra la mercadería que no puede verse”; pero ése a Dios gracias, 
era un vicio que apenas despuntaba en nuestro país, aunque habría 
crecido y ha sido buena obra matarlo en la cuna. 

La presión patronal tampoco ha existido sino por accidente. 
Al contrario, el defecto de nuestros hacendados, industriales y co¬ 
merciantes ha sido su indiferencia y escepticismo por el sufragio 
y la cosa pública, llevados hasta prohibir a sus dependientes el uso 
de los derechos políticos, pena de destitución, aberración explicable 
en un país en que todo esfuerzo cívico se estrellaba contra el fraude 
y la violencia oficialmente organizados y atraía sus iras, aunque a 
su vez, la indiferencia y la abstención popular facilitaban la sofisti¬ 
cación del sufragio. La eterna cuestión del huevo o la gallina, de 
si la función hace el órgano o el órgano a la función. Un órgano, 
por imperfecto que sea, se necesita para empezar la función, pero 
a su vez la función, ¡cuánto hace o robustece al órgano! 

No es, pues, contra los patrones privados, sino contra el gran 
patrono público que va a defender el voto secreto. 

En nuestras campañas el electorado es conocido y tiene a gala 
votar a cara descubierta. Es en los centros urbanos, donde se concen¬ 
tra el elemento burocrático, y en los partidos o fracciones que se 
desprenden del partido dominante, donde esta garantía valdrá es¬ 
pecialmente, aunque ha de reconocerse que el secreto del voto actúa 
con eficacia sobre todo entre aquellos a quienes liga una relación 
accidental, como en el caso de soborno. 

Si la vinculación es permanente, como la del jefe y el soldado, 
el capataz y el peón, entonces no va el temor de ser sospechado: 
el deseo de agradar, de hacer mérito, asegurarán, en la mayoría de 
los casos, el voto de los subordinados. Sólo cuando el desprestigio 
del gobierno haya cundido mucho y el odio la anatematice por 
doquiera, llegarán a revelarse esos votos de los servidores modestos. 
La cosa no es imposible pero con ella no debe contarse sino en 
situaciones extremas. Ventaja será siempre el que los gobernantes 
se den cuenta de que no impunemente sublevarían hasta las con¬ 
ciencias humildes y se concitarían la animadversión popular. 

En nuestro país, de organización unitaria y fuerte desarrollo de 
la burocracia, el electorado oficial ejerce su mayor presión en la 
Capital. El gran número de extranjeros que radican en ella reduce 
mucho el electorado, con relación a la población, y facilita ahogar 
a los ciudadanos independientes bajo la capa de plomo de los votos 
de las legiones de empleados. Es el fenómeno inverso del que se 
ofrece en las grandes ciudades europeas. Allá, la condensación de 
población nacional erige a las grandes ciudades en el reducto inven¬ 
cible de los partidos liberales y aun de los partidos más avanzados. 
En el barrio de Berlín donde está situado el Palacio del Emperador, 
han triunfado los socialistas. Debe esperarse, pues, que, a manera 
que aumente la proporción de la población nacional urbana sobre 
la extranjera, la Capital se vaya emancipando del voto oficializado 
y sea ella todavía más difícil de dominar que las campañas, como 
lo son las metrópolis en todas partes del mundo. 

De aquí que el voto secreto, por lo mismo de ser más nece¬ 
sario en los medios urbanos que en los rurales, revestirá en nuestro 
país creciente interés de futuro. 


IV 

¿Merecerían igual juicio la inscripción y el voto obligatorio? 
La primera, implantada por la ley de elección de la Asamblea Consti¬ 
tuyente, no hay duda que fue una de las concesiones más valiosas, 
otorgadas en la seguridad displicente en que se vivía de dominar 
toda elección, y en el deseo de que el país saliera de su retraimiento 
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y decorase la reforma de la Carta de 1830. Ciudadanos a quienes las 
más vivas exhortaciones no habían sacado de la abstención, fueron 
por primera vez en su vida, a inscribirse bajo la amenaza de una 
multa que no era fácil hacer efectiva y que no ha sido impuesta a 
ningún omiso. Esa ausencia de penalidad hará en adelante poco 
eficaz la inscripción obligatoria, aunque siempre hay ciudadanos a 
quienes no agrade estar en contravención permanente en el precepto 
legal; pero por la primera vez fue notable, y también es verdad que 
a esos recalcitrantes, luego de inscriptos, ha sido fácil llevarlos a 
votar. 

¿Deberíamos ir más adelante y también imponer el deber del 
sufragio? La cuestión es dudosa. Actuando sobre número tan grande 
de omisos, la penalidad podría convertirse en medio de compeler a 
los sumisos a las influencias de la autoridad, y de congraciarse con los 
que militan flojamente en los partidos opositores. La obligatoriedad 
no estaría libre de coerciones y favoritismos, desde que sólo se 
penaría por excepción, y no es dable castigar a multitudes enteras. 
O la abstención es pequeña, y entonces se puede confiar en los 
estímulos morales; o es muy grande y se retrocedería ante la difi¬ 
cultad de penar a centenares o decenas de miles de ciudadanos. Cuan¬ 
do se invocan estadísticas para probar la eficacia de leyes de ese 
orden se atribuyen a la obligatoriedad los efectos de causas más 
generales que han provocado la intervención de las grandes masas 
en la actividad cívica. Es frecuente que también se confunda la abs¬ 
tención de los inscriptos con la abstención real, comprensiva de los 
que ni llenan el deber de inscribirse. La experiencia veraz a consul¬ 
tar, la de la represión, demuestra que las penas no se aplican. No 
se inician los procesos, y aun iniciados no se continúan, se dejan 
prescribir, se absuelve a los omisos o se prescriben las mismas con¬ 
denas. El Juez doctor Jantus, de Buenos Aires, ha llevado la esta¬ 
dística de los procesos instaurados ante su Juzgado, en las elecciones 
que se verificaron en los años 1912, 13 y 14; y de ella resulta que 
fueron acusados 48.685 ciudadanos, con este resultado: acciones pres- 
criptas, 12.017; infractores absueltos, 9.735; infractores condenados, 
26.879, de los cuales solamente 413 han abonado la multa de 
$ 10 m/n., y en los demás casos la pena se ha prescripto también. 

Después de las elecciones municipales de este año (1918), en 
la sola ciudad de Buenos Aires habría que seguir procesos a 68.000 
ciudadanos que se abstuvieron. Para la tarea hasta faltan los funcio¬ 
narios, excusados unos tras otros. Uno de los primeros diarios argen¬ 
tinos reconoce, en presencia de estas cifras, "que la historia del voto 
obligatorio va degenerando ya en forma caricaturesca”. Tratándose 
de una multa de escaso valor pecuniario —y a mayores penas no 
puede humanamente irse— y de procesos iniciados por excepción 
hasta cabría que fuese cubierto el riesgo lejano por los interesados 
en fomentar la deserción de las urnas. 

La abstención, por otra parte, no es un recurso cuya condena¬ 
ción quepa en absoluto. No faltaron buenas razones a radicales ar¬ 
gentinos y nacionalistas uruguayos durante años; y no está definido 
el pleito de quiénes actuaron más eficazmente, si los que sostenían 
que la suerte debía tentarse siempre y obligar al Gobierno a extre¬ 
mar la nota, o los que pretendían que la demostración estaba hecha 
y que no debía decorarse la comedia. 

Y aun dentro de filas! Los americanos han llamado el voto 
mudo a la abstención del ciudadano que no se atreve contra las 
malas candidaturas de su partido, pero más o menos conscientemen¬ 
te, deja triunfar al adversario, —mientras que puesto en la ne¬ 
cesidad de votar, el espíritu de partido lo dominaría: no iría con 
los contrarios, ni a echar una papeleta en blanco. Así, a veces, en 
lo que se llama desidia y el atorrantismo, hay la falta de los direc¬ 
tores que no han sabido o querido auscultar el corazón de la masa 
y no han puesto o han borrado los nombres que le son gratos, o han 
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embarcado al partido en empresas impopulares. Dos de los presi¬ 
dentes últimos de la Unión, vieron su elección favorecida por votos 
mudos, —Cleveland, contra los excesos que habían gastado al par¬ 
tido republicano—, Mackinley, cuando los demócratas se entrega¬ 
ron a la aventura platista y a viciar la moneda. 

Valdrá más la acción refleja de la representación proporcional 
—por la mayor eficiencia y seguridad que da de que el voto sea 
contado— que este aprendizaje de la democracia por el sistema con 
que se cuenta que un zar procuró infundir a sus súbditos el gusto 
de la música arreándolos al teatro a culatazos. 


V 


En materia de legislación del sufragio lo esencial está hecho. 
Desgraciadamente esa no es más que la vestimenta, y el santo puede 
estar ausente. Aun con voto secreto y representación proporcional 
el gobierno elector tendrá poderosos medios de sofisticar el sufra¬ 
gio y debió pensarse en limitárselos por vía indirecta. 

El arrancar el voto violentamente u obligar a votar por la lista 
oficial, u obstruir el acceso a las urnas, es cosa que la cultura va 
volviendo cada día más excepcional; que subleva realizada en algún 
distrito agreste, y no podría generalizarse sin trastornos que no com¬ 
pensan el empleo de semejantes recursos. 

El fraude en las inscripciones es moneda frecuente, y posible¬ 
mente, será más temible todavía en el porvenir, por lo mismo que 
la ley ha llegado a fórmulas casi perfectas. Hace treinta años bastaba 
tener mayoría para ganarse la totalidad, o poco menos, de la repre¬ 
sentación nacional. Desde 1839 hubo que admitir que si la simple 
mayoría daba derecho a los dos tercios, la minoría, que podía ser de 
la mitad menos uno, debería tener, al menos, el tercio restante. Ahora 
la cosa es complejamente diferente: para obtener los dos tercios se 
necesitará tener los dos tercios de votantes, lo que quiere decir que 
ha de contarse con más de los dos tercios de inscriptos. De aquí que 
va a despertar un afán extraordinario de inscribir. 

Honremos de paso a los grandes muertos. Temiendo ese refugio 
del fraude, en el anhelo de toda su noble vida de aproximarnos de 
verdad a las instituciones libres, Carlos María Ramírez había bre¬ 
gado (es cierto que hace de ello veinte años y cuando nos encontrá¬ 
bamos bajo la férrea ley de la simple mayoría) porque nos conten¬ 
táramos con el voto incompleto, que fue gloria suya propiciar por 
una propaganda vigorosa y gloria de la revolución que en 1897 
encabezaron Aparicio Saravia y Diego Tamas, d hacer incorporar 
a la legislación electoral de la República, como base de la Conven¬ 
ción de Paz de La Cruz. 

De ese sistema del voto incompleto, todavía retaceado por las 
leyes electorales dictadas después de la guerra civil de 1904, la 
Constituyente nos lleva al sistema proporcional integral; y entonces 
es temible que, como sucede con los delincuentes ordinarios, cuan¬ 
do al dejar el hacha se dedican a la ganzúa, que el delito electoral 
busque su salida por el lado de los registros. 

Ese fraude habrá que combatirlo con perseverancia en la obra 
de la calificación, y progresivamente nos ha de ayudar a anularlo el 
crecimiento nacional, pues aunque aumente el reclutamiento para 
todos, el sufragio oficializado no igualará al crecimiento espontáneo 
de las muchadumbres cívicas. (Ejemplo al canto: de la elección de 
1905 a la de 1917 el partido gubernista repuntó de 26.914 votantes 
a 63.500; pero el partido nacionalista pasó en el mismo intervalo, 
de 1.897 a 65.167; y sólo por efecto de la distribución de bancas 
mediante una ley ad-hoc, que ya no podrá volver a dictar, conservó 
el primero la mayoría en la Cámara de Representantes). 
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Llega un día en que no cabe escamotear a todo un pueblo. Por 
eso ha sido buena la generalización del sufragio a todos los nacio¬ 
nales, aunque no sepan leer y escribir, y aunque sean jornaleros, y 
a los extranjeros con residencia que tomen la ciudadanía, a todos 
desde que tengan 18 años, para que la juventud, como decía Was¬ 
hington Beltrán con su verba cálida, aporte idealismos, esperanzas, 
romanticismos y quimeras necesarias para atenuar las feas realidades 
del ambiente. 

Hemos llegado así en principio al sufragio universal, a la reali¬ 
zación de la fórmula "un hombre, un voto”, de la democracia igua¬ 
litaria del siglo XX, que tal vez no corresponde a las desigualdades 
naturales de ilustración, de posición social y económica, pero que 
prima como fórmula simple y libre de las odiosidades y combinacio¬ 
nes interesadas y tendenciosas a que se prestan las exclusiones o los 
votos calificados. 

Aunque no siempre serán todo lo ilustrados y reflexivos que 
fuera de desear, reflejarán en su gran mayoría, opiniones sinceras, 
sufragios que expresarán anhelos verdaderos. Y lo esencial aquí es 
que el voto-verdad, por su inmenso número, ahogue al voto-mentira. 


Juan Andrés Ramírez 

El pacto de 1917 

Ya hemos recordado que la idea de dividir el Ejecutivo y de 
crear un Consejo con muchas de las atribuciones confiadas a éste 
dentro de la vieja Constitución, había surgido en el espíritu de 
sabios constituyentes nacionalistas. Agregaremos, ahora, que tam¬ 
poco esa idea significaba una innovación completa en la doctrina 
constitucional, pues que la preconizaban desde tiempo atrás, emi¬ 
nentes tratadistas, al separar el poder administrador del poder eje¬ 
cutivo. v 

Así, Aucoc, en sus "Conférences sur rAdministration”, ha dicho 
lo siguiente: 

“Cuando distinguimos el Gobierno de la Administración que¬ 
remos designar con aquel nombre la dirección de todos los asuntos 
que se miran como políticos, es decir: las relaciones del Jefe del 
Estado con los grandes cuerpos del Estado; la convocatoria de las 
Cámaras, su clausura, la dirección de las relaciones exteriores, la 
disposición de la fuerza pública, el indulto, la concesión de títulos 
de nobleza. La autoridad administrativa tiene una misión muy di¬ 
ferente: está encargada de proveer aquellas necesidades colectivas 
de los ciudadanos que no puede satisfacer convenientemente la ini¬ 
ciativa de los ciudadanos o de las asociaciones particulares; debe 
tener los recursos necesarios en hombres y en dinero, para la con¬ 
servación y desarrollo de la vida social; debe realizar actos de ges¬ 
tión para la marcha de los asuntos públicos (por ejemplo, la eje¬ 
cución de obras públicas); debe aportar las medidas de inspección 
y previsión para conservar la propiedad destinada al uso público; 
debe mantener el orden y fomentar la prosperidad”. 

Y completando estas apreciaciones doctrinarias, Goodnaw, en 
su “Tratado de Derecho Administrativo”, agrega: 

“Algunas constituciones de los Estados (habla de la Unión 
Americana) han sido bastante sinceras para declarar cuál es la ver¬ 
dadera posición del Gobernador y cuál la de los Jefes de los Depar¬ 
tamentos, y consagran un artículo a los funcionarios administrativos, 
entre los cuales no se incluye al gobernador. Pero reconózcanlo o 
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no las constituciones, el hecho es que el gobernador no es el jefe 
de la Administración en las regiones de la Unión Americana. 

"El derecho administrativo americano ha agregado a la famosa 
trinidad de Montesquieu un cuarto poder: el Poder Administrativo, 
que es independiente casi en absoluto del ejecutivo, y que, por lo 
que se refiere a la Administración Central, son independientes no 
sólo del gobernador, sino también unos de otros”. 

Ahí está, no sólo en la doctrina, sino en la práctica, el poder 
administrador independiente del ejecutivo, de modo que la división 
de éste, sancionada en el pacto constitucional de 1917, no importaba 
una extravagancia, falta de fundamento racional y de antecedentes 
positivos. 


EL ESFUERZO NACIONALISTA 

Por lo demás, el Partido Nacional se opuso a la completa nu¬ 
lidad de la Presidencia de la República. Obtuvo que al mando del 
ejército y a la gestión internacional, se le agregaran la dirección de 
las policías y una intervención eficaz en el manejo de la hacienda 
pública. 

Indudablemente, se pudo hacer más aún, y los constituyentes 
nacionalistas lo intentaron. Estos quisieron conservar la gestión fi¬ 
nanciera para la Presidencia de la República y no dar intervención 
al Consejo Nacional en los nombramientos de jefes políticos; pero 
ante la resistencia del oficialismo, que a todo trance quería dismi¬ 
nuir la institución presidencial, hubiera sido necesario renunciar al 
acuerdo en el caso de no hacer tales concesiones. 

¿Pero era posible romper, en circunstancias tan difíciles, tan 
apremiantes como aquellas en que se hallaba el país, por cuestiones 
de esa clase? ¿No superaba el coraje que se puede reclamar de un 
hombre público, la pretensión de que se hiciera condición ineludible, 
la negación de concesiones formales de detalle, que podían entor¬ 
pecer más o menos la gestión administrativa, pero que no com¬ 
prometen principios fundamentales? 

Si a consecuencia de tal empecinamiento, hubiera surgido la 
guerra civil, con su cortejo de horrores y de ruinas, nos hubiéramos 
presentado al pueblo para justificar nuestra empecinada negativa 
y el pueblo habría podido preguntarnos: ¿Os negaban el sufragio 
libre? ¿El voto secreto y la representación proporcional eran nega¬ 
dos? ¿Se pretendía acaso mantener la prepotencia del Ejecutivo y la 
servidumbre del Parlamento? Nuestra contestación habría sido ne¬ 
gativa, y entonces, ¿en nombre de qué altos intereses habríamos lle¬ 
vado al país a tan extrema crisis? 

Habríamos afrontado el desastre para conseguir que la gestión 
de la hacienda nacional quedara toda en manos de la Presidencia 
de la República y que el Consejo Nacional no interviniera en la de¬ 
signación de los jefes políticos, y para conseguir tal resultado, ha¬ 
bríamos perdido el voto secreto, la representación proporcional, el 
eficaz contralor parlamentario, todo el régimen de amplia libertad 
que se obtuvo por medio del pacto! 

Como tuvimos ocasión de recordarlo en el seno de la Consti¬ 
tuyente, nunca las constituciones pueden ser un todo armónico y 
lógico, precisamente porque siendo juicioso y prudente asegurarles 
el mayor número posible de adhesiones, hay que aceptar, respecto 
de algunas de sus partes, compromisos entre doctrinas e intereses 
opuestos. 

Franklin, a raíz de la sanción de la Constitución de Estados 
Unidos, decía que cuando se reúne un conjunto de hombres en una 
asamblea para aprovechar los destellos de su sabiduría, es necesario 
pensar que con su sabiduría traen a las deliberaciones todos sus 
prejuicios, todos sus intereses políticos, todas sus pasiones, y que, 


92 



por eso mismo, del conjunto de tales elementos nunca se puede 
esperar una obra perfecta. Y es así que declaraba, en la Convención 
de Filadelfia, el Código Constitucional de la Unión Americana, 
que no estaba seguro de que la Constitución que había sancionado 
fuera la más perfecta, pero que acallaba todas las objeciones que su 
criterio le sugería, ante el interés público, y que sus dudas, que 
habían nacido en el recinto de la Convención, morirían dentro de 
sus muros. 

Y tal ha sido, en realidad, la característica de todas las Cons¬ 
tituciones que hoy se nos presentan como modelos al profesor o al 
político, porque, habiendo atravesado un sinnúmero de crisis y 
vivido muchos años, creemos que desde el primer día tuvieron el 
mismo prestigio y que fueron sancionadas por sus autores como ar¬ 
quetipos a que habían de sujetarse las instituciones futuras y como 
talismanes milagrosos, capaces de hacer la felicidad de los pueblos 
que debían aplicarlas. Pues bien: absolutamente no es así. Empezan¬ 
do —y no vamos a hacer una larga enumeración— por la Cons¬ 
titución inglesa se puede afirmar que, en su báse capital, en la fa¬ 
mosa declaración revolucionaria que cambió, como se ha dicho, el 
estado civil de aquella monarquía, transformándola de monarquía 
de origen divino, en monarquía de origen popular, es fruto de Un 
pacto, de una verdadera transacción entre los partidos que se hacían 
concesiones recíprocas, como las que se hicieron en 1917. Y lo cu¬ 
rioso es que se oponían a ese acto —que es, lo repetimos, la base 
fundamental de la Constitución inglesa— reproches análogos a aque¬ 
llos que en aquel momento se formularon contra nuestro proyecto 
de Constitución, diciendo que era ilógico, extravagante y estrafalario, 
porque salía de las normas lógicas a que, en general, estamos acos¬ 
tumbrados a ver sujetarse esa clase de actos. Macaulay, con la sabi¬ 
duría práctica que le caracteriza, hace notar que en la política la 
lógica no está en palabras, sino en los actos; que la lógica no admite 
compromisos y que los compromisos son la esencia de la política; 
que tratándose de actos vinculados esencialmente a la política, si 
conducen al fin que se proponen, son lógicos, aunque parezcan 
absurdos; si, en cambio, no conducen a ese fin, son absurdos, aunque 
se demuestren por sí mismos. Y el acto realizado en el pacto de 1917, 
esa Constitución que parecía estrafalaria y absurda, tuvo el mérito 
de llenar el alto fin patriótico que buscaban sus autores, es decir, 
salvar las conquistas fundamentales, haciendo algunas concesiones 
dentro de la organización de los poderes públicos; evitar que en 
busca de una Constitución perfecta, llegáramos a no obtener ninguna 
Constitución o a mantenernos dentro de la Constitución de 1830, 
con todas las deformaciones que había sufrido en la práctica. 

En Francia, ¿qué ocurrió al establecerse la Constitución de la 
Tercera República, que dentro de las instituciones republicanas fran¬ 
cesas es la que más larga existencia ha tenido, y que ya no debemos 
temer que perezca por medio de golpes de violencia como las ante¬ 
riores? Hoy creemos que esa República, en la que tanto tenemos 
que estudiar y que aprender, ha sido también el resultado de un 
acto unilateral de voluntad nacional, sin sujeción a pactos ni a 
transacciones de ningún género. Y la verdad, entretanto es abso¬ 
lutamente distinta. 

La Constitución francesa de 1875, ilógica, extravagante, estra¬ 
falaria, sustituyó a las catorce o quince Constituciones más o menos 
lógicas que habían ido cayendo sucesivamente porque no estaban 
arraigadas ni podían arraigarse en el alma popular. Y ¿cómo se 
estableció? Sencillamente, por una serie de concesiones que hacían 
decir a Gambetta, en un momento de suprema desesperación: "Os 
lo hemos abandonado todo para obtener pura y simplemente una 
palabra: el nombre de la República”. Y Luis Blanc, juzgando con 
acritud la actitud del partido republicano que así aceptaba, en ma¬ 
teria de organización de los poderes públicos, en materia de revisión 
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y aún en materia de sufragio, el establecimiento de una verdadera 
monarquía con el rótulo de República, Luis Blanc decía: "Jamás un 
partido claudicó de una manera más completa ni más estrepitosa”. 

Y bien: esa sola palabra República, esa sola denominación, 
porque no había más en todo el pacto constitucional francés, fue 
aceptada por hombres como Gambetta, como Ferri, como Thiers, 
porque confiaron en que hallaría en el seno de las masas populares, 
el prestigio necesario para arrollar, con el transcurso de algunos años, 
todas las fuerzas reaccionarias que en aquel momento se agrupaban 
en torno de la autoridad que las clases conservadoras concedían al 
Presidente, mariscal Mac Mahon. 

Y en Estados Unidos, ese modelo de las organizaciones cons¬ 
titucionales, eso que hoy se presenta tantas veces, en la cátedra y 
en las asambleas políticas, como el tipo a que deben sujetarse todos 
los pueblos que buscan la mejor manera de resolver el conflicto 
entre la libertad y el orden, ¿acaso las cosas pasaron de otro modo? 
¿Se cree, por ventura, que la Constitución de los Estados Unidos es 
el producto de las enseñanzas científicas y lógicas, aceptadas sin 
necesidad de concesiones recíprocas por el conjunto de los pueblos 
de la Unión Americana, o siquiera por el conjunto de los hombres 
que se atribuían su representación en la Asamblea Constituyente? 
De ninguna manera. John Quincy Adams decía que la Constitución 
Americana era una Constitución 'extorcada' por la necesidad a una 
nación recalcitrante, y todos los que hayan estudiado el proceso de 
las deliberaciones de la Asamblea Constituyente de que salió ese 
código político, estarán convencidos de que es el producto de una 
serie de pactos, de concesiones, de transacciones, en que no siempre 
la lógica fue la que obtuvo el voto decisivo. 


BELTRAN Y LA CONSTITUCION 


Pero, concretando: a cambio de lo poco que concedíamos al 
oficialismo, ¿qué obteníamos o, mejor dicho, qué conquistábamos 
para el país los que, formando en el sector nacionalista, prestamos 
nuestro apoyo al pacto que tuvo por resultado la nueva Constitu¬ 
ción? Wáshington Beltrán lo dijo ante la Convención, en párrafos 
que insertamos casi textualmente: 

"Primera conquista: la inscripción obligatoria. 

Segunda conquista: el voto secreto. 

Antes del acuerdo constitucional, lo que había votado esta 
Asamblea no era nada más que la proclamación teórica del principio 
del voto secreto; se votó, también, que regirían las leyes que habían 
servido para los comicios del 30 de julio; pero las Cámaras veni¬ 
deras podían derogar esas leyes. 

La eficacia del voto secreto depende, como digo, de su regla¬ 
mentación. 

La Constitución Francesa de 1848 había proclamado el voto 
secreto, pero recién fue eficaz después de la reglamentación de 1910. 

Suprimid el "isoloir”, el sobre opaco, las listas del mismo ta¬ 
maño o la nulidad que entraña la textadura o las marcas en las 
listas de votación, y el sufragio quedará burlado. 

Bien: por este acuerdo constitucional hemos establecido que esa 
reglamentación cuyos magníficos resultados pudo ver el pueblo en 
las elecciones del 30 de julio, no podrá ser modificada en Cámaras 
venideras sino por las dos terceras partes de sus componentes. Quiere 
decir, que un partido que por intereses menguados de círculo o por 
subalternas necesidades intentase mañana arrepentirse de lo que con¬ 
sidera bueno y abjurara de lo que había mirado el día antes como 
indiscutida conquista democrática, ese partido nada podrá hacer; se 
necesitará el acuerdo de todos los partidos del país, las dos terceras 
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partes de votos que componen la Asamblea, para que esa regla¬ 
mentación pueda ser alterada. 

Tercera conquista: la representación proporcional. 

Yo, señor presidente, tengo una fe profunda en los resultados 
de la representación proporcional. No es una ilusión lo que me 
lleva a hacer este aserto. He leído con profunda atención el debate 
en las Cámaras francesas, y cerebros tan claros como el de Paul 
Deschanel y como el de Raymond Poincaré decían que la sola in¬ 
corporación de la representación proporcional a la legislación de 
aquella nación sería una poderosa fuerza renovadora de la demo¬ 
cracia francesa. 

Cuarta conquista: prohibición de las autoridades policiales y 
de los militares en actividad de intervenir en trabajos electorales 
sobre el voto. 

No necesito decir lo que esto significa. Hablarán con más 
elocuencia que yo todos los habitantes de la campaña. 

Quinta conquista: establecemos el sufragio universal. 

La Constitución de 1830 hace que el analfabeto, el peón, el 
jornalero, no puedan votar. Nosotros abolimos esas prohibiciones. 
El analfabeto, el peón, el jornalero, podrán presentarse ante las 
urnas, valiendo su voto tanto como el del Universitario o el del 
potentado. Nadie podrá decir a otro: "soy más soberano que tú"; 
todos serán iguales ante la Constitución, por ser hijos de una misma 
democracia. 

Sexta conquista: se baja la edad de los ciudadanos a 18 años. 
Esta tiene verdadera importancia. He leído los debates que hubo 
en Bélgica con respectp a la disminución de la edad para ser ciu¬ 
dadano. El elemento muy reaccionario hacía gran cuestión de que 
sólo se podría ser ciudadano a los 25 años de edad. Nosotros, en 
cambio, hemos pugnado para que gente nueva se incorpore a la 
vida política. ¿Por qué?... Porque sabemos que la incorporación 
de la juventud en la política trae nuevos idealismos, nuevas esperan¬ 
zas, romanticismos y quimeras, pero necesarios a veces para atenuar 
un poco las duras realidades del ambiente. 

Esta juventud, interviniendo en la política, tengo seguro que 
va a ser una apreciable fuerza de idealismo, de renovaciones y de 
cambios. 

Tiene, a la vez, otra importancia; ampliamos el electorado. El 
Presidente de la República con cuarenta mil empleados puede tener 
una gran influencia, cuando sólo son sesenta o setenta mil los que 
votan. Pero si hacemos que un mayor número de ciudadanos pueda 
votar, si habilitamos un mayor número de hombres para el sufragio, 
es indudable que entonces la influencia política del Presidente de la 
República queda diluida en un electorado mayor. 

Séptima conquista: nos hemos acordado de aquellos compa¬ 
triotas que los azares y las turbulencias de nuestra agitada vida 
política han arrojado con desencanto hacia la República Argentina 
o hacia el Brasil. Son miles y miles los orientales emigrados. Tra¬ 
tamos de que ellos puedan ser fácilmente reintegrados al goce de 
la ciudadanía: con sólo avecindarse en el país e inscribirse en el 
Registro Cívico, ya son orientales. Suprimimos todas las otras trabas 
establecidas en la vieja Constitución. 

Octava conquista: derecho de interpelación. 

Lo establecemos claramente en la Constitución de la Repú¬ 
blica. No ha de ser una concesión graciosa de la mayoría. Será un 
derecho de la minoría. La tercera parte de los miembros de la 
Asamblea podrá llamar al seno de ésta a los ministros para dar 
cuenta de sus actos ante los diputados del pueblo. 

Novena conquista: establecemos que el Parlamento no será tan 
sólo una máquina que fabrique leyes. Junto con la misión de hacer 
leyes reconocemos también su facultad de contralor, su facultad de 
examen. Establecemos un artículo en virtud del cual el Parlamento 
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podrá nombrar comisiones de inspección y de fiscalización para 
saber lo que ocurre en la Administración del país. 

Décima conquista: incorporamos a la Constitución de la Repú¬ 
blica un artículo que el doctor Martínez, tomado de Frangois de 
Pressensé, había hecho votar por la Cámara de Diputados, y que 
motivó el veto del Presidente de la República, mejor dicho, un 
mensaje con observaciones, artículo de importancia, en virtud del 
cual se reconoce a cada diputado por el hecho de ser tal, el derecho 
de pedir a los ministros de Estado los datos sobre los asuntos que 
estime necesarios para llenar su misión de contralor y de examen. 

Decimoprimera conquista: establecemos la supremacía del Par¬ 
lamento, su calidad de Poder Superior a todos los otros, en virtud 
de un artículo en el cual se precisa que el Parlamento será el juez, 
el árbitro inapelable que falle los conflictos entre el Presidente 
de la República y el Consejo de Administración. 

Decimosegunda conquista: atenuamos, en lo posible, la fuerza 
del veto: no una atenuación homeopática, como decía el ilustrado 
diario que redacta el doctor Manini Ríos, sino una atenuación apre¬ 
ciable. En la Constitución de 1830 se establece el veto con dos 
terceras partes del total de los miembros de la Asamblea; rebajamos 
a los tres quintos, no del total de miembros de la Asamblea, sino 
de los presentes. 

Decimotercera conquista: quitamos facultades al Presidente de 
la República, esas facultades omnímodas y avasalladoras que han 
pesado durante un siglo sobre la vida del país. Se crea el Consejo 
de Administración y se crean también los entes autónomos. En la 
acción del primero habrá contralor de los partidos opositores. 

Decimocuarta conquista: Alargamos el plazo de las reeleccio¬ 
nes presidenciales; suprimimos una tercera reelección inmediata. 

Decimoquinta conquista: establecemos la elección del Presi¬ 
dente de la República de un modo directo y por el voto secreto. 

Quiere decir, señor Presidente, que esta reforma que se esta¬ 
blecerá de aquí a seis años, le quita a las Cámaras la facultad de 
elegir Presidente de la República. Para mí esta reforma es de gran 
importancia; levantamos el nivel moral de las Cámaras, haciendo 
que sean legisladores y no electores de Presidente de la República 
los que vayan a sentarse en el Parlamento. A la vez tratamos que 
el que ocupe la primera magistratura de la Nación vaya ungido por 
el voto del pueblo; se evitará, con esto, esas designaciones clandes¬ 
tinas, a espaldas del país, hechas por los Presidentes, designando 
sus sucesores. 

Decimosexta conquista: se establece la incompatibilidad en al 
cargo de ministro y legislador. Esto tiene también su importancia: 
asegura la independencia de los ministros de Estado. 

Decimoséptima conquista: autonomía del Municipio. Este es 
un postulado nacional; no sólo servirá de freno para el poder de 
los órganos centrales absorbentes, sino que también traerá —estoy 
seguro de ello— una transformación profunda en la vida económica, 
en la vida social, en la vida política y en la vida moral de la 
campaña. 

Decimoctava conquista: cerramos la Constitución de la Repú¬ 
blica de modo tal, que en el futuro, las Constituciones que se hagan, 
no sean hechas por un círculo, o un partido, para ese círculo o para 
ese partido. Establecemos que para la reforma de la Constitución se 
necesitan las dos terceras partes de votos; incorporamos lo que siem¬ 
pre hemos sostenido: que la Constitución, por ser ley fundamental 
de carácter permanente, no debe ser obra de un partido, sino hecha 
por los orientales para los orientales. Y finalmente, señores consti¬ 
tuyentes: tiene para mí esta Constitución la gran ventaja de que 
hablaba Alberdi, formulando su pensamiento en esta frase compen¬ 
diosa: "Toda Constitución que evita la guerra civil y asegura la 
paz, por ese solo hecho, ya sería una buena Constitución”. 
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A través de los textos más significativos de los 
políticos uruguayos de la época, se nos revela el 
tenaz esfuerzo para limitar las atribuciones del 
Poder Ejecutivo, embridar sus excesos y establecer 
la vigencia de las leyes. 
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